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Honorable Cámara de Diputados:



A S.E. EL 

PRESIDENTE

DE LA H. 

CAMARA DE

DIPUTADOS.

	Tengo el honor de someter a vuestra consideración, un proyecto de ley mediante el cual se modifica la Ley Orgánica Constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios, sustituyendo el sistema binominal para las elecciones de diputados.



	La reforma del sistema electoral vigente para la elección de parlamentarios, constituye una aspiración central de la ciudadanía. Consecuentemente, cuando  el gobierno propone un proyecto de modificación en esta materia, no sólo ejerce una prerrogativa sino que responde al mandato ciudadano expresado en la propuesta programática con la que fue electo.



	Por otra parte, la forma en que se origina el poder del Estado y son elegidas sus autoridades, es una de las materias de mayor importancia que debe resolver una república democrática. Nada hay menos neutral y, posiblemente más relevante, que esta determinación.

Son estas mismas definiciones las que han sido objeto de violentos conflictos en nuestra vida política, concentrando, por lo decisivo de las mismas, las pasiones e intereses de los diversos grupos.

Nuestra historia política puede ser entendida, entre otras perspectivas, como el de un constante asenso de las formas de participación democrática. Desde el cabildo de los vecinos acaudalados, el voto censitario del siglo XIX, el reconocimiento del derecho a sufragio a la mujer y la creación de la cédula única, hay una serie de hitos que ejemplifican esta modificación progresiva.

La reforma electoral que se propone, aspira también a entroncarse en este proceso democratizador, que sólo busca hacer que los órganos legislativos expresen fielmente la voluntad de los ciudadanos.

Con el objeto de ilustrar las motivaciones de la misma, conviene, en primer lugar, señalar los criterios en torno a los cuales se debe construir un sistema electoral y expresar los fundamentos que permiten estimar que el actual sistema no cumple con aquéllos.



I.	CRITERIOS A TENER PRESENTE AL CONSTRUIR UN SISTEMA ELECTORAL DEMOCRÁTICO.

El diseño del sistema por medio del cual se eligen los representantes de la ciudadanía, tiene consecuencias para el funcionamiento del régimen político y el sistema de partidos políticos. Son conocidos los muy diferentes efectos que producen, por ejemplo, un sistema uninominal y uno plurinominal.  Al respecto, varios criterios deben conjugarse a la hora de optar por una fór�mula determi�nada.

1.	Asegurar la representación.

La Constitución y la ley deben garantizar, por una parte, la representación en el Parlamento -con niveles razonables de proporcionalidad en relación con su número de sufragios- de los partidos políticos y de las corrientes de opinión existentes en la sociedad.

Esta garantía es requerida por razones de estabilidad política y paz civil. En efecto, una institucionalidad electoral que pudiera significar la exclusión del Parlamento de fuerzas políticas y corrientes de opinión representativas de sectores relevantes de la sociedad o que origine una representación parlamentaria de ellas cuya magnitud no se condiga con la gravitación real que tienen en el país, tal como estas se manifiestan en los resultados electorales, vulneraría la igualdad de oportunidades que debe regir la contienda política democrática. Esa situación podría generar en los perjudicados el sentimiento de un trato injusto, y la consiguiente difusión de actitudes de desafección hacia el sistema democrático.  Dichas actitudes podrían traducirse en la elección de vías de acción reñidas con él o negativas para la mantención de un clima de paz social.

2.	Efectos en el sistema de partidos.

Un segundo aspecto que no puede desdeñarse al momento de definir un sistema electoral, es el efecto que éste producirá en el sistema de partidos. Desde este punto de vista, es importante inhibir las tendencias a la proliferación de partidos y agrupaciones. La gobernabilidad democrática se haría imposible si en virtud de la institucionalidad electoral, pequeños partidos o grupos se convirtieran en virtuales árbitros de los procesos políticos o adquirieran de hecho un poder de veto sobre las decisiones legislativas. 

Considerando los rasgos más permanentes de nue�stra vida política -tal como ellos se han ido consolidando a través de nuestra historia- Chile debe contar con un pluripartidismo moderado, pero en ningún caso puede favorecer o fomentar una proliferación de partidos cuya consecuencia sea la ingobernabilidad.

3.	Igualdad del voto.

El proyecto busca propender a que el voto de cada ciudadano, independientemente de su radicación geográfica, tenga un valor aproximadamente equivalente. Los votos de la ciudadanía no pueden estar sobrerepresentados o subvalorados si no que deben producir efectos equitativos en la representación parlamentaria.



II.	CRITICAS AL SISTEMA BINOMINAL MINORITARIO EXISTENTE EN CHILE.

Una vez señalados estos criterios rectores, conviene poner en el centro del análisis la argumentación de fondo respecto de las supuestas ventajas del binominalismo y exponer las razones que abonan su sustitución.

1.-	Fracaso del bipartidismo.

El propósito que presidió la adopción del binominalismo en Chile, fue forzar la constitución de un sistema bipartidista.

En efecto, en primer lugar, no es este el momento para defender al pluripartidismo que Chile ha tenido durante este siglo, de las acusaciones que se le imputan respecto de su incidencia en las crisis políticas. Lo que sí cabe corregir es la tendencia de todo sistema multipolar a incurrir en orientaciones centrífugas, que desembocan, inexorablemente, en lo que se ha denominado pluripartidismo polarizado.

Lo anterior no es óbice para que sea perfectamente posible, e incluso deseable, en sociedades heterogéneas social e ideológicamente como la nue�stra, la existencia de un sistema plural de partidos, a condición de que éste se exprese con rasgos moderados, donde prime la colaboración y donde la competencia tenga ciertos límites.

En nuestro país, en la actualidad, existen entre cinco y ocho partidos que tienen un basamento significativo de adhesión ciudadana, situándose por encima del 5%, parámetro que en otras democracias estables constituye el umbral necesario para obtener representación.

Ello es una muestra palpable de que el intento por forzar nuestra realidad política a través de la imposición de un sistema electoral que condujera a un bipartidismo, ha fracasado estrepitosamente. Tal experiencia ha constituido un intento frustrado de modelar la realidad a través de leyes perfectas, las que han sido eludidas mediante diversos artilugios de los actores políticos.

2.-	Distorsión de la voluntad popular.

La principal crítica que desde la teoría democrática puede formularse al sistema binominal, es que ha distorsionado gravemente la voluntad popular. Ilustrativo para estos efectos, resulta el ejercicio de imaginar lo que ocurriría al interior de un pacto, si sus dirigentes no recurrieran a la ingeniería electoral, a través de las fórmulas de omisión o de compensación.  Por ejemplo, si un pacto obtuviera el 35% de los votos, (con lo cual obtendría el 50% de los cargos, lo que ya constituye una distorsión electoral), y su votación se distribuyera homogéneamente a través del país entre sus dos socios (19% contra 16%), resultaría que el partido que obtuviera el 19%, se llevaría todos los cargos de ese pacto.  Ello está muy lejos de coincidir con la realidad de la opinión ciudadana y que duda cabe, de la opinión del socio en dicho pacto.

Por otra parte, el argumento de la relativa equivalencia actualmente existente entre la votación de cada partido y su representación parlamentaria, es sólo producto de los pactos electorales y de la consiguiente previsión y "adjudicación anticipada" de cargos realizada por los propios partidos, como una manera de eludir la distorsión inevitable que el sistema provoca.

3.-	Ausencia de certeza para los grandes partidos y ausencia de razonables posibilidades para los partidos pequeños.

Una conclusión derivada de la anterior es que, al contrario de lo que se predica del sistema binominal, éste no proporciona ninguna estabilidad al juego político, puesto que la más mínima variación de las votaciones entre los pactos, o al interior de éstos, puede provocar cambios drásticos en las cuotas de representantes que los partidos elijan.

Lo anterior contrasta con la lógica de un sistema electoral, que debe garantizar con cierta certeza la representación parlamentaria de los partidos mayores, que tienen enraizamiento permanente en el electorado. 

En el ejemplo antes citado, si el partido minotario del pacto lograra alterar en 3 puntos su diferencia con el socio mayoritario, aquél se llevaría toda la representación del pacto.

Junto con ese propósito, y como una manera de incentivar la competencia y la incorporación o mantención en el juego electoral, el sistema debe otorgar a las fuerzas políticas pequeñas o emergentes la posibilidad razonable de acceder al Parlamento.

Como quedó demostrado en las recien�tes elecciones municipales, hoy existen fuerzas políticas que se ubican por encima de 5% y que no tienen representación par�lamentaria. Mantener el sistema binominal, conlleva el riesgo de empujarlas a conductas antisistémicas o a unas prácticas artificiales, como pueden ser pactos meramente "instrumentales".  Ello, sólo puede traer como efecto el desprestigio de la política y la inestabilidad en el largo plazo.

4.-	La moderación provocada por el binominalismo es resultado de los pactos.

Otra razón que avalaría el binominalismo, según argumentan sus defensores, es que éste conduce a una moderación de los partidos, obligándolos a la colaboración centrípeta y a la conformación de pocos bloques políticos.

Sin embargo, este resultado proviene, antes que del binominalismo, del sistema de pactos, que ha pasado a constituir un elemento determinante del mismo. 

De este modo, cuando se señala que el sistema binominal ha causado un efecto morigerador en la escena política, se está falseando la realidad.

El sistema electoral que verdaderamente propendería a un formato de dos bloques moderados, sería el uninominal mayoritario sin pactos. Es decir, aquel en que se elige un diputado por distrito, resultando electo el más votado. 

El sistema mayoritario fue el que siempre estuvo presente en las denominadas "Comisión Ortúzar" y "Comisión Fernández"; sólo se sustituyó por el binominal, después del plebiscito de 1988.

Una consecuencia de la idea de que las leyes electorales deben ser el principal factor de ordenación de un sistema bipartidista y moderado, debería llevar a la adopción de un sistema mayoritario uninominal. Sin embargo, si a ese sistema se le introduce cualquier variante, como la segunda vuelta, los pactos, el voto acumulativo, etc., se tergiversaría la intención original y se lograría la persistencia del multipartidismo, a través de formas encubiertas como los pactos por omisión u otros.

Es lo que sucede con el binominal sui generis que existe en Chile, que ha dejado de ser mayoritario y carece de posibilidades virtuales de reducir el número de par�tidos, por la incorporación de un elemento ajeno a su esencia, como son los pactos.

5.-	El sistema electoral municipal es proporcional y no ha producido una polarización ni la fragmentación partidista.

El país ha resistido sin grandes traumas el sistema electoral municipal, que refleja la proporcionalidad y evita la fragmentación. 

Todas las fuerzas parlamentarias aprobaron tal sistema.

Ello lleva a la siguiente pregunta: ¿por qué lo que es aceptable en las elecciones municipales no puede regir en las parlamentarias?.

6.-	La estabilidad actual no es fruto del sistema binominal.

Los defensores del binominalismo incurren en una exageración al atribuirle el clima de acuerdos que ha presidido la transición.

No es el sistema binominal el que ha permitido una política de acuerdos en el país, sino la ausencia de polarización y la convergencia programática.

Con el actual sistema -que potencia a la minoría, y que le impide a la mayoría ejercer las atribuciones de gobierno que le competen-, un clima de disparidades ideológicas profundas y de contraposiciones programáticas rotundas, como el que Chile vivió en la década del sesenta, sólo conduciría al fracaso de todo intento legislativo del gobierno, con la consiguiente parálisis legislativa y la inercia gubernativa.



III.	PROPUESTA DE REFORMA

Por todas las razones antes expuestas, las modificaciones a la institucionalidad electoral vigente que se proponen, configuran un sistema que, además de respetar mejor el principio de proporcionalidad respecto de la población electoral, reduce los riesgos señalados, inhibiendo, a la vez, el desarrollo de posibles tendencias a una proliferación de partidos y agrupaciones.

En la elaboración de la iniciativa se han tenido en consideración los siguientes tres objetivos:

1)	Propender a que el voto de cada ciudadano, independientemente de su radicación geográfica, tenga un valor aproximadamente equivalente.

2)	Permitir la representación de todos los grupos políticos electoralmente significativos.

3)	Corregir la distorsión, propia del binominalismo, según la cual el 34% y el 66% de la votación alcanzan idéntica representación.

Esta proposición permitirá una razonable participación en el Congreso Nacional de las fuerzas políticas más significati�vas, sin que ello implique la proliferación exagerada de partidos polí�ticos con representación parlamentaria.

Al efecto, cabe señalar que el proyecto propone reestablecer el sistema D'Hont de cifra o cuociente repartidor de votos, que tradicionalmente ha regido en nuestro país y que en el presente se aplica en las elecciones municipales.

Con el objeto de permitir las formación de grandes coaliciones políticas, la iniciativa preserva la posibilidad de formar pactos electorales. Mas aún, el proyecto hace aplicable a las elecciones parlamentarias las normas sobre subpactos aprobadas para las elecciones de concejales.

En el caso de los distritos para elegir diputados, se ha procu�rado encontrar fórmulas que, respetando la división comunal, provincial y regional del país, permitan construir distritos que reflejen cierta proporcionalidad, en términos del cuociente entre el número de electores y el número de representantes que ese distrito elige. Ello constituye una condición necesaria para hacer efectivo el principio democrático fundamental: "Un ciudadano, un voto".

Por último, el proyecto consagra un tratamiento a los independientes, reconociéndoles iguales oportunidades para acceder al Congreso Nacional que a los partidos políticos.

En concreto, el proyecto se estructura en un artículo único, dividido en 14 números, que modifica la Ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios.

Así, el Nº 1, agrega tres nuevos incisos finales al artículo 3º bis de la ley vigente. Estos, fundamentalmente, autorizan a los partidos integrantes de un pacto a subpactar entre ellos.  La misma modificación permite a los independientes que participan en un pacto electoral, subpactar entre ellos, con un subpacto de partidos integrantes del mismo o con un partido del pacto que no sea miembro de un subpacto de partidos.

Esta modificación agrega nuevas opciones de asociación electoral no contempladas en la legislación vigente, destinadas a elegir autoridades parlamentarias, pero que se encuentran presentes en la normativa que rige las elecciones municipales.

El Nº 2 ajusta la norma contemplada en el artículo 4º, sobre declaración de candidaturas, al número variable que tendrán los cargos a completar en cada circunscripción o distrito, señalando que ellas podrán incluir hasta tantos candidatos como senadores o diputados corresponda elegir.

Por su parte, los Nº 3, 4, 5, 6, 7, 8 y 9, constituyen modificaciones a diversas normas de la Ley de Votaciones, que se orientan a ajustar sus disposiciones a la nueva realidad de pactos y subpactos que se propone en la iniciativa.

Los Nºs 10 y 11, a su vez, establecen las reglas y la formula de cálculo por medio de las cuales el Tribunal Calificador de Elecciones determinará los candidatos a diputados que fueron elegidos, por medio del sistema de cifra repartidora. De esta forma se mantiene el sistema binominal vigente para la elección de senadores.

El Nº 12 sustituye el actual artículo 178, relativo a los distritos electorales, reemplazándolo por una fórmula de adscripción de cargos por distrito, que primero asigna dos diputados a cada uno de ellos, como base, y luego, efectúa una distribución distrital de los cargos restantes de diputados de manera proporcional al número de ciudadanos inscritos en los registros electorales.

Se establece, asimismo, que el Director del Servicio Electoral, cada 12 años, deberá fijar el número de diputados que corresponde elegir a cada distrito, según el procedimiento señalado.  Se indica, además, que una vez efectuada dicha determinación, el Servicio Electoral dispondrá de un plazo de 10 días para publicar en el Diario Oficial el número de diputados que corresponde elegir a cada distrito.

De este modo, la iniciativa introduce un mecanismo automático, y con garantías, para que cada doce años -y sin necesidad de intervención de los parlamentarios eventualmente involucrados- se actualice la distribución de los escaños que cabe elegir a cada distrito. Esta fórmula tiene por ob�jeto impedir que la reasignación de los escaños se transforme en un disputa de corte partidista y busca asegurar, además, que la representatividad del sistema se ajuste a los cambios en el cuerpo electoral que pudieran sobrevenir.

Acorde con lo anterior, en el Nº 13 propuesto, se reemplaza el artículo 179 vigente, señalándose con precisión la conformación territorial de cada uno de los distritos.

De esta manera, manteniéndose el nú�mero total de 120 diputados, los distintos distritos eligen un número variable de parlamentarios, dependiendo de la proporción que a nivel nacional representen los ciudadanos inscritos en cada distrito.

Por último, el Nº 14, que agrega un nuevo artículo 19 transitorio, señala que el Director del Servicio Electoral deberá efectuar la primera determinación de los diputados que correspondan a cada distrito, según el procedimiento del artículo 178, dentro de los primeros diez días del año en que deban efectuarse nuevas elecciones parlamentarias, a contar de la publicación del presente proyecto de ley.

En razón de lo anteriormente expuesto, someto a la consideración de la H. Cámara de Diputados, para ser tratado en la actual Legislatura Extraordinaria de Sesiones del Congreso Nacional, el siguiente









P R O Y E C T O  D E  L E Y:











"Artículo Unico.-	Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios:



				1.-	Agréganse, como incisos finales del artículo 3º bis, los siguientes:



					"Los partidos políticos que participen en un pacto electoral podrán subpactar entre ellos de acuerdo a las normas que sobre acumulación de votos de los candidatos se establecen en el artículo 109 bis de la presente ley.



					Los candidatos independientes que participen en un pacto electoral podrán subpactar entre ellos, con un subpacto de partidos integrantes del mismo o con un partido del pacto que no sea miembro de un subpacto de partidos.



					A la formalización de los subpactos electorales les serán aplicables, en lo pertinente, las normas de los pactos electorales.".





				2.-	Reemplázase el inciso primero del artículo 4º, por el siguiente:



					"Las declaraciones de candidaturas a Senadores o Diputados que presenten los partidos políticos o los pactos electorales, podrán incluir hasta tantos candidatos como Senadores o Diputados corresponda elegir en cada circunscripción senatorial o distrito, según el caso.".





				3.-	Modifícase el inciso final del artículo 20, de la siguiente forma:



					a)	Sustitúyese la frase "del otro candidato de su lista" por la frase "de su lista, pacto y subpacto".





					b)	Reemplázase la oración final por la siguiente: "Si el candidato fallecido fuere el único en su lista, sus votos serán considerados nulos.".





				4.-	Incorpórase, en el inciso primero del Nº 6 del artículo 71, a continuación del vocablo "lista", las expresiones ", pacto y subpacto".





				5.-	Incorpórase, en el inciso primero del artículo 73, a continuación del vocablo "lista", las expresiones ", pacto y subpacto".





				6.-	Reemplázase, en el artículo 87, la expresión "lista de candidatos" por "lista, pacto y subpacto".





				7.-	Reemplázase, en el inciso primero del artículo 88, la expresión "lista de candidatos" por "lista, pacto y subpacto".





				8.-	Modifícase el artículo 89, de la siguiente forma:



					a)	Reemplázase, en el inciso primero, la expresión "lista o nómina de candidatos" por ", lista, pacto y subpacto". 



					b)	Reemplázase, en la letra b) del inciso segundo, la expresión "listas de candidatos" por "listas, pactos y subpactos".





				9.-	Reemplázase, en el artículo 107, la expresión "lista o nómina", las dos veces que aparece, por "lista, pacto y subpacto".





				10.-	Suprímase en el artículo 109 bis la expresión "o Diputados" que se utiliza en el inciso primero y segundo. 





				11.-	Intercálase el siguiente artículo 109 bis 1, nuevo,  a continuación del actual artículo 109 bis:



					"Artículo 109 bis 1.- En el caso de las elecciones de diputados, el Tribunal proclamará elegidos a aquellos candidatos que resulten elegidos por aplicación de las siguientes reglas:



					a)	Para establecer los votos de lista, el Tribunal sumará las preferencias emitidas en favor de cada uno de los candidatos de una misma lista;



					b)	Para determinar el cuociente electoral, los votos de lista se dividirán consecutivamente por uno, dos, tres, cuatro, y así sucesivamente, hasta formar tantos cuocientes por cada lista como diputados corresponda elegir. Todos estos cuocientes se ordenarán en forma decreciente hasta completar un número de ellos igual al de cargos por elegir. El cuociente que ocupe el último de estos lugares, será el cuociente electoral y permitirá determinar cuántos son los elegidos en cada lista, mediante la división del total de votos de la misma por dicho cuociente;



					c)	Para determinar los candidatos elegidos dentro de cada lista, se observarán las siguientes reglas:



						Primera: si a una lista corresponde elegir igual número de Diputados, que el de candidatos presentados, se proclamará elegidos a todos ellos.





						Segunda: si el número de candidatos presentados es mayor que el de Diputados, que a la lista corresponda, se proclamará elegidos a los que hubieren obtenido las más altas mayorías individuales, a menos que la lista constituya un pacto electoral, caso en el cual se aplicará el procedimiento de la letra d) de este artículo.





						Tercera: si dentro de una misma lista, un cargo correspondiere con igual derecho a dos o más candidatos, se procederá por el Tribunal al sorteo del cargo en audiencia pública.





						Cuarta: si el número de candidatos de una o más listas es inferior al de cargos que le haya correspondido elegir, el cuociente electoral pasará a ser el que siga en el orden decreciente a que se refiere la letra b) si el cargo sobrante fuere uno, o el que le siga, si fueren dos y así sucesivamente, si fueren más.





						Quinta: si el último cargo por llenar correspondiere con igual derecho a dos o más listas o candidaturas independientes, resultará elegido el candidato de la lista o independiente que haya obtenido mayor número de preferencias individuales y, en caso de que persista la igualdad, se procederá por el Tribunal al sorteo del cargo en audiencia pública;





					d)	Para determinar los candidatos elegidos en una lista en la cual existan pactos o subpactos, se procederá a sumar las preferencias de los candidatos incluidos en cada uno de los partidos o de los subpactos, según sea el caso.



						El total de votos válidamente emitidos obtenidos por cada partido o subpacto se dividirá por uno, dos, tres, cuatro, y así sucesivamente, hasta formar por cada uno de los partidos o subpactos tantos cuocientes como cargos corresponda elegir a la lista. Todos estos cuocientes se ordenarán en forma decreciente hasta completar un número de ellos igual al de cargos que corresponda elegir al respectivo pacto. El cuociente que ocupe el último de estos lugares será el cuociente electoral de los partidos o subpactos. El total de votos de cada partido o subpacto deberá dividirse por dicho cuociente para determinar cuántos cargos corresponderá elegir al respectivo partido o subpacto.





						Si el número de candidatos de algún partido o subpacto fuere inferior al de parlamentarios que les correspondiere, o si el candidato independiente que no se hubiere integrado a un subpacto obtuviere votos suficientes para elegir más de un cargo, el cuociente aplicable pasará a ser el que siga en el orden decreciente a que se refiere el inciso anterior, si el cargo sobrante fuera uno, o el que le siga, si fueren dos y así sucesivamente, si fueren más.



						Dentro de cada partido o subpacto, los candidatos preferirán entre sí según el número de votos que hubieren obtenido;





					e)	Las listas que incluyan pactos entre partidos políticos o subpactos, podrán incluir una o más candidaturas independientes. Cuando un pacto electoral incluya la postulación de uno o más independientes, para los efectos de determinar los cargos a elegir en la lista, los votos de cada candidato independiente, que no forme parte de un subpacto, se considerarán separada o individualmente, como si lo fueran de partido político integrante del pacto.





					f)	Para los efectos de lo dispuesto en las letras precedentes, cada postulación o candidatura independiente, que no forme parte de un pacto, se considerará como si fuera una lista y tendrá el tratamiento propio de ésta.".





				12.-	Reemplázase el artículo 178, por el siguiente:



					"Artículo 178.- Para la elección de los miembros de la Cámara de Diputados, cada uno de los distritos electorales elegirá el número de diputados que resulte de aplicar las siguientes normas:



					a)	En primer lugar, se asignarán dos diputados a cada uno de los distritos.



					b)	En segundo término, y para la asignación de los cupos restantes, se procederá a su distribución en proporción al porcentaje del Padrón Electoral Nacional que corresponda a cada distrito.



					Para los efectos anteriores, cada 12 años, dentro de los primeros diez días del mes de enero, el Director del Servicio Electoral procederá a determinar el número de Diputados que corresponda elegir a cada distrito, sobre la base del Padrón Electoral Nacional vigente al 31 de diciembre del año anterior al que corresponda efectuar la señalada determinación.



					Efectuado el cálculo referido, el Director del Servicio Electoral, mediante resolución que se publicará en el Diario Oficial dentro de los 10 días siguientes al vencimiento del plazo señalado en el inciso anterior, formalizará la distribución que resulte de la aplicación de esta disposición.".





				13.-	Reemplázase el artículo 179, por el siguiente:



					"Artículo 179.- Los distritos electorales serán los siguientes:



					1º Distrito, constituido por la Región de Tarapacá.



					2º Distrito, constituido por la Región de Antofagasta.



					3º Distrito, constituido por la Región de Atacama.



					4º Distrito, constituido por la Región de Coquimbo.



					5º Distrito, constituido por las Provincias de San Antonio e Isla de Pascua y las comunas de Valparaíso y Juan Fernández.



					6º Distrito, constituido por las comunas de Viña del Mar, Con-Cón, Casablanca, Quintero, Puchuncaví, Quilpué y Villa Alemana.



					7º Distrito, constituido por las Provincias de Petorca, Los Andes, San Felipe y Quillota.



					8º Distrito, constituido por la Región del Libertador General Bernardo O´Higgins.



					9º Distrito, constituido por las Provincias de Curicó y Talca.



					10º Distrito, constituido por las Provincias de Linares y Cauquenes.



					11º Distrito, constituido por la Provincia de Ñuble.



					12º Distrito, constituido por la Provincia de Bío-Bío.



					13º Distrito, constituido por las comunas de Concepción, San Pedro de la Paz, Chiguayante y Talcahuano.



					14º Distrito, constituido por la Provincia de Arauco y las comunas de Penco, Tomé, Florida, Hualqui, Santa Juana, Coronel y Lota.











					15º Distrito, constituido por la Provincia de Cautín.



					16º Distrito, constituido por la Provincia de Malleco.



					17º Distrito, constituido por las Provincias de Valdivia y Osorno.



					18º Distrito, constituido por las Provincias de Llanquihue, Chiloé y Palena.



					19º Distrito, constituido por la Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo.



					20º Distrito, constituido por la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena.



					21º Distrito, constituido por las provincias de Chacabuco, Melipilla y Talagante.



					22º Distrito, constituido por las provincias de Cordillera y Maipo y la comuna de La Pintana.



					23º Distrito, constituido por las comunas de Conchalí, Huechuraba, Renca, Recoleta e Independencia.



					24º Distrito, constituido por las comunas de Pudahuel, Quilicura, Quinta Normal, Cerro Navia y Lo Prado.



					25º Distrito, constituido por las comunas de Maipú, Cerillos y Estación Central.



					26º Distrito, constituido por las comunas de La Cisterna, El Bosque, San Ramón, Pedro Aguirre Cerda y Lo Espejo.



					27º Distrito, constituido por las comunas de Santiago, San Miguel y San Joaquín.



					28º Distrito, constituido por las comunas de La Florida, La Granja y Peñalolén.



					29º Distrito, constituido por las comunas de Providencia, Ñuñoa y Macul.



					30º Distrito, constituido por las comunas de Las Condes, Vitacura, Lo Barnechea y La Reina.".

















				14.-	Agrégase un nuevo artículo 19, transitorio:



					"Artículo 19.- La determinación que ordena el artículo	178, la efectuará por primera vez el Director del Servicio Electoral dentro de los primeros diez días del año en que deban efectuarse nuevas elecciones parlamentarias, a contar de la publicación de la presente ley.".".



Dios guarde a V.E.,
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